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Exp. 845/2018/2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 845/2018/2
ACTORA: *** ******* **** *******
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS Y DIRECTORA JURÍDICA Y DE CAPACITACIÓN FISCAL; AMBAS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS, DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinticinco de febrero de dos mil diecinueve.

V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 845/2018/2, promovido por la C. *** ******* **** *******, quien señaló como autoridades demandadas a la Dirección General de Ingresos y a la Directora Jurídica y de Capacitación Fiscal; ambas de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el veintidós de octubre de dos mil dieciocho, la C. *** ******* **** *******, por propio derecho, promovió demanda de juicio contencioso administrativo en contra de la Dirección General de Ingresos y de la Directora Jurídica y de Capacitación Fiscal; ambas de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la emisión del acto que a continuación se precisa:

“…la resolución emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, la cual consta en el Oficio número *************************, de fecha 27 de agosto de 2018, el cual me fue notificado el día 10 de septiembre del año en curso…”
II.- A través del acuerdo de veinticuatro de octubre de dos mil dieciocho, se le requirió a la accionante para que en el plazo de ley: a) aclarara y precisara si señalaba también como enjuiciada, a la que este Juzgador advertía era quién había emitido el acto impugnado; b) señalará su pretensión; c) exhibiera una copia del escrito mediante el cual cumplimentara esta prevención y sus documentales anexas; d) aclarara y precisara, si también ofrecía como probanza, la copia de su credencial para votar; requerimientos que la impetrante cumplió a través del escrito que presentó en este Tribunal, el treinta de noviembre siguiente.

III.- Mediante auto de tres de diciembre de dos mil dieciocho, se tuvo por admitida la demanda de la C. *** ******* **** *******, en contra de la Dirección General de Ingresos y Directora Jurídica y de Capacitación Fiscal; ambas de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; ordenándose correr el traslado correspondiente a esas demandadas para que contestaran lo que a su derecho conviniera, así como ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.

IV.- En el proveído de dieciséis de enero de dos mil diecinueve, se tuvo por contestada la demanda por parte del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de las autoridades precisadas en el Resultando anterior, ordenándose correr traslado de la misma a la accionante para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A LA ACCIONANTE:
·  Copia simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Federal Electoral, a su favor.
·  Copia simple de la resolución **************************, de fecha veintisiete de agosto de dos mil dieciocho; y sus constancias de notificación. 

·  Copia certificada del instrumento notarial número ****** Tomo ***** de fecha **** ** ***** ** *** *** *****, que consta en el Protocolo del Notario Público número ** con ejercicio en el Primer Distrito Judicial.
· La instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.

A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS, por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí:

· La instrumental de actuaciones.
· La presuncional legal y humana.
Finalmente, se señalaron las once horas del doce de febrero del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
V.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos adscrito a esta Segunda Sala Unitaria hizo constar que:

· Asistió el Licenciado autorizado de la accionante; y que no comparecía representante o delegado alguno de las enjuiciadas.
· Dio cuenta de las constancias de autos.

· En la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las mismas por su propia y especial naturaleza.

· En la etapa de alegatos, se dio cuenta de un escrito presentado por la actora el mismo día de la audiencia, a través del cual formuló alegatos; los cuales se mandaron a glosar a autos y se tuvo a la impetrante formulando los mismos. Asimismo, se precisó que las enjuiciadas no habían manifestado alegatos.

· No existían pruebas o diligencia alguna pendiente por desahogar, por lo que dio por terminada esa audiencia.

· Se citaba para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción IV, y 9º, fracción III, 24, 35, fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad fiscal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La personalidad de la actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
El interés jurídico de la accionante, para acudir al presente juicio se encuentra acreditado con el acto impugnado, consistente en la resolución contenida en el oficio *************************, de fecha veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, signado por la Directora Jurídica y de Capacitación Fiscal, de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, mismo que se encuentra dirigido a nombre de la hoy actora y en la que se le negó la devolución solicitada; documental que obra agregada de las fojas 50 a la 54 del expediente en que se actúa.
Por su parte, el C. ****** ***** ****** ******* justificó su personalidad como Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como su representación de las autoridades demandadas, con copia certificada del nombramiento expedido a su favor, documental que obra agregada a foja 79 del expediente en que se actúa.
Las documentales de referencia tienen valor probatorio pleno por ser documentales públicas, de conformidad con lo establecido en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución contenida en el oficio *************************, de fecha veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, emitida por la Directora Jurídica y de Capacitación Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en la que negó la devolución que solicitó la actora en cantidad de $********** (*********** ******* **** ******** ******* * **** ***** 00/100 M/N) por concepto de retención del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que el representante de las enjuiciadas, al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer la excepción de falta de legitimación pasiva, en cuanto a que la Dirección de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no es parte en el presente juicio, toda vez que no emitió el acto impugnado.
Ahora bien, en cuanto a la autoridad Dirección de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, le asiste la razón a la demandada, cuando advierte que no tuvo intervención en la emisión del acto impugnado en la presente controversia, consistente en la resolución de negativa de la devolución solicitada
; porque del análisis efectuado por este Juzgador a la resolución impugnada, se desprende que efectivamente, la autoridad primeramente referida no lo emitió y por tanto, con fundamento en el numeral 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, SE DECRETA EL SOBRESEIMIENTO del presente juicio, en lo referente a la autoridad en cita.

Por último, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia o sobreseimiento alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se encuentran localizados en las fojas 2 a 5 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Se precisa que por cuestión de técnica, los agravios de la impetrante que hace valer en su demanda serán transcritos más adelante, los cuales esta Sala Unitaria considera esencialmente inoperantes y por lo tanto insuficientes para declarar la nulidad del acto impugnado, ello en razón de las consideraciones legales siguientes.
Se dice lo anterior, ya que se tiene a la vista la resolución impugnada en el presente juicio –visible del folio 50 al 54 de autos-, de la cual se transcribe a continuación lo más relevante:
“



A N T E C E D E N T E S 

Por escrito presentado en esta Dirección Jurídica con fecha 04 de mayo de 2018, la C. *** ******* **** *******, con Registro Federal de Contribuyentes *************, con domicilio para oír y recibir notificaciones al rubro señalado, solicita la devolución del pago indebido en cantidad de $********** (*********** ******* **** ******** ******* * **** ***** 00/100 M.N.), por concepto de Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, respecto de la compra-venta de la ***** ***** ****** ****** ** * ** ******** ******** ****** ******* ********** ****** ******* ***, con superficie de *********** *** ********* ****** * **** ***** ****** * *** ****** ****** * **** ********, realizada el ** ** ****** ** ****, formalizada ante el Licenciado ***** ***** ********* ********, Notario Público ****** **, con ejercicio en esta Ciudad, inscrito ante el Instituto Registral Catastral del Estado de San Luis Potosí, bajo el folio ******, el día ** ** ********* ** ****, ya que dicho importe le fue retenido indebidamente, en base a los artículos 28, BlS, TER, QUARTER, QUINQUE Y SIXTIES…
…




CONSIDERANDO

Esta Dirección, una vez analizada la argumentación efectuada, las pruebas exhibidas y de la revisión a los controles internos de esta Secretaría, se considera que no es posible acceder a las pretensiones de ese contribuyente, ya que el impuesto en cuestión fue retenido y pagado correctamente.

Lo anterior es así, ya que dicho gravamen se encuentra legalmente establecido en al Capítulo IV Bis de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, dentro del cual el artículo 28, Bis, señala que son sujetos del impuesto establecido en el presente capitulo las persona físicas y morales o unidades económicas que adquieran, en su primera enajenación, mediante cualquier forma de transmisión legal de la propiedad, bienes inmuebles desincorporados de cualquier régimen ejidal, asimismo el artículo 28, Ter, indica que es objeto de este impuesto la primera enajenación de este tipo de bienes inmuebles, que se ubiquen dentro del estado, el 28, Quarter, señala que es base del impuesto la que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado y el valor catastral del inmueble. El avalúo catastral no deberá tener una antigüedad mayor a seis meses a partir de que se formalice la operación, asimismo el artículo 28, Quinque, dice que el impuesto se calculará y determinará aplicando a la base que señala el artículo anterior la tasa del diez por ciento.

En el entendido que este impuesto se causará en el momento de la protocolización del acto jurídico por el que se transmita la propiedad del bien inmueble de que trate, mediante la escritura pública correspondiente, y deberá ser calculado, retenido y enterado a la Secretaría de Finanzas por los fedatarios públicos que expidan la misma dentro de los quince días siguientes a que se celebre la operación respectiva, tal como lo establece el numeral 28, Sixties.
En este contexto y derivado del análisis realizado a las constancias exhibidas, ese sujeto pasivo si se encuentra dentro de la hipótesis o situación jurídica por la cual está obligado al pago del Impuesto a la adquisición de bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal, legalmente establecido en el multicitado capítulo IV Bis, de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, vigente en el momento de su causación, respecto de la compra-venta al precio de $************ (**** ******** ********** ******** * ***** *** ***** 00/100 M.N.), de la ***** ***** ****** ****** ** * ** ******** ******** ****** ******* ********** ****** ******* ***, con superficie de *********** *** ********* ****** * **** ***** ****** * *** ****** ****** * **** ********, realizada el ** ** ****** ** ****, formalizada ante el Licenciado ***** ***** ********* ********, Notario Público ****** **, con ejercicio en esta Ciudad, inscrito ante el Instituto Registral Catastral del Estado de San Luis Potosí, bajo el folio ******, el día ** ** ********* ** ****, gravamen que le fue correctamente retenido por el notario público y enterado a esta Secretaría de Finanzas en cantidad $********** más actualización de $********* y recargos de $*********, arrojando un pago total de $********** (*********** ******* **** ******** ******* * **** ***** 00/100 M.N.), mediante recibo oficial número **********, de fecha ** ** ****** ** ****, emitido por el Sistema Electrónico de Pagos, de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, de la Dirección General de Ingresos de esta Secretaría de Fianzas, no existiendo por ende pago de lo indebido como lo pretende interpretar la promovente, en virtud de que el multicitado tributo está debidamente establecido dentro de la legislación fiscal estatal como quedó precisado anteriormente.
Por lo anterior y debido a que no demuestra plenamente que hubiese realizado un pago de lo indebido u originado un saldo a favor por dicho concepto, es decir por el pago del Impuesto a la adquisición de bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal respecto de la cantidad que solicita en devolución, ya que no comprueba que haya enterado dos veces a esta Secretaria, la cantidad solicitada en devolución, o que dicho importe lo hubiese efectuado sin estar obligado a hacerlo, hipótesis que es necesaria para que se genere el supuesto de la Institución de la devolución en materia fiscal.
En este sentido el artículo 1891, del Código Civil Federal de aplicación supletoria, de conformidad con lo señalado en el Artículo 2o, Segundo Párrafo del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí dispone que le corresponde a la persona que ejercite la acción de devolución, acreditar que se encuentra dentro del supuesto, o sea, que la prueba del pago incumbe al que pretende haberlo hecho, también corre a su cargo la del error con que lo realizó.

En consecuencia para que se configure la obligación de restituir a la persona que realizó un pago indebido, se requieren necesariamente la concurrencia de los siguientes supuestos: a).- la realización de un pago indebido, entendido este acto como aquél mediante el cual se pretende dar cumplimiento a una obligación del deudor a favor del acreedor; b).- qué el mismo sea indebido, es decir, que se hubiera realizado en demasía en relación con la obligación contraída por el deudor; c).- o, bien porque esta última no existía ante la ausencia de un acto que hubiere dado origen a su nacimiento, acuerdo de voluntades entre particulares, disposición legal que así lo establezca u otra fuente de obligaciones.

Razón por la cual lo procedente es no autorizar la devolución solicitada por esa peticionaría, ya que quien ejerza la acción para repetir lo pagado indebidamente deberá demostrar que se han actualizado los presupuestos necesarios para tal efecto, esto es, que efectúo el pago y que éste no tiene justificación por razón de inexistencia de la obligación, hipótesis que no se actualiza en el presente asunto.




F U N D A M E N T O

Esta Dirección, de acuerdo con el artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamento y en ejercicio de las atribuciones conferidas 33, fracciones V y XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del estado de San Luis Potosí; 3°, Último párrafo, 21, fracción V y XXII, del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el 07 de mayo de 2005 y sus decretos modificatorios publicados en el citado Órgano de Difusión Estatal los días 17 de junio de 2006, 16 de julio de 2011 y 19 de enero de 2016, 19 de abril de 2016; 28 BIS, 28 TER, 28 QUARTER, 28 QUINQUE, 28 SIXTIES y 28 SIXTIES (Sic), de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, vigente al momento de su causación, 35, fracciones I y III, 47, fracción l, inciso f), y 52 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí 




R E S U E L V E

Primero.- Negar la devolución solicitada por la contribuyente *** ******* **** *******, por los motivos y circunstancias precisados en el considerando único de la presente resolución:
…”

(Énfasis añadido)

De lo trasunto se desprende que la autoridad demandada, fundó y motivó el acto impugnado de la siguiente manera:
· Primero describió los antecedentes de la solicitud de la devolución que resolvía, precisando que por escrito presentado ante ella con fecha cuatro de mayo de dos mil dieciocho, la hoy actora, solicitó la devolución del pago indebido en cantidad de $********** (*********** ******* **** ******** ******* * **** ***** 00/100 M.N.), por concepto de Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, respecto de la compra-venta de la ***** ***** ****** ****** ** * ** ******** ******** ****** ******* ********** ****** ******* ***, con superficie de *********** *** ********* ****** * **** ***** ****** * *** ****** ****** * **** ********, realizada el **** ** ***** ** *** *** *****, formalizada ante el Licenciado ***** ***** ********* ********, Notario Público ****** **, con ejercicio en esta Ciudad, inscrito ante el Instituto Registral Catastral del Estado de San Luis Potosí, bajo el folio ******, el día seis de noviembre de dos mil diecisiete, ya que dicho importe le fue retenido indebidamente.

· Consideró que no era posible acceder a las pretensiones de la hoy demandante, ya que el impuesto en cuestión fue retenido y pagado correctamente, ya que dicho gravamen se encuentra legalmente establecido en al Capítulo IV Bis de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí –procediendo a describir lo que establecían los artículos relativos, a saber, 28 Bis, 28 Ter, 28 QUARTER, 28 QUINQUE y 28 SIXTIES-; por lo que derivado del análisis que realizó a las constancias exhibidas, determinó que ese sujeto pasivo [la actora] si se encontraba dentro de la hipótesis o situación jurídica por la cual estaba obligada al pago del Impuesto a la adquisición de bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal respecto de la compra-venta al precio de $************ (**** ******** ********** ******** * ***** *** ***** 00/100 M.N.), de la parcela anteriormente referida, formalizada ante el Notario Público ****** **, con ejercicio en esta Ciudad, gravamen que le fue correctamente retenido por ese notario público y enterado a esta Secretaría de Finanzas en cantidad $********** (********* ******* ****** ********** ****** 00/100 M.N.) más actualización de $********* (****** *** ********* ****** ***** 00/100 M.N.) y recargos de $********* (veintiséis mil novecientos cuarenta y cinco pesos 00/100 M.N.), arrojando un pago total de $********** (*********** ******* **** ******** ******* * **** ***** 00/100 M.N.), mediante recibo oficial número **********, de fecha veintiuno de marzo de dos mil diecisiete, emitido por el Sistema Electrónico de Pagos, de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, de la Dirección General de Ingresos de esta Secretaría de Fianzas.

· Manifestó que en virtud de lo anterior, no existía pago de lo indebido como lo pretendía interpretar la enjuiciante, en virtud de que el multicitado tributo está debidamente establecido dentro de la legislación fiscal estatal.

· Continuó señalando que debido a que la peticionante no demostraba plenamente que hubiese realizado un pago de lo indebido u originado un saldo a favor por dicho concepto, ya que en dado caso tenía que comprobar que hubiera enterado dos veces a la Secretaría de Finanzas, la cantidad solicitada en devolución, o que dicho importe lo hubiese efectuado sin estar obligado a hacerlo; no le generó a la enjuiciada el supuesto para que realizara la devolución.

· Que de conformidad con los artículos 2, segundo párrafo, Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí y 1891, del Código Civil Federal de aplicación supletoria, la prueba del pago incumbe al que pretende haberlo hecho, también corre a su cargo la del error con que lo realizó; por lo que en consecuencia para que se configurará la obligación de restituir a la persona que realizó un pago indebido, se requieren necesariamente la concurrencia de los siguientes supuestos: 
a).- La realización de un pago indebido, entendido este acto como aquél mediante el cual se pretende dar cumplimiento a una obligación del deudor a favor del acreedor. 
b).- Qué el mismo sea indebido, es decir, que se hubiera realizado en demasía en relación con la obligación contraída por el deudor. 
c).- O, bien porque esta última no existía ante la ausencia de un acto que hubiere dado origen a su nacimiento, acuerdo de voluntades entre particulares, disposición legal que así lo establezca u otra fuente de obligaciones.

· Determinó que lo procedente era no autorizar la devolución solicitada por la hoy demandante, ya que quien ejerza la acción para repetir lo pagado indebidamente debía demostrar que se habían actualizado los presupuestos necesarios para tal efecto, esto es, que efectúo el pago y que éste no tiene justificación por razón de inexistencia de la obligación, hipótesis que no se actualiza en el presente asunto.
· Finalmente, resolvió que con fundamento en los artículos 8, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en ejercicio de las atribuciones conferidas en los diversos 33, fracciones V y XII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del estado de San Luis Potosí; 3°, último párrafo, 21, fracción V y XXII, del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, el siete de mayo de dos mil cinco y sus decretos modificatorios publicados en el citado Órgano de Difusión Estatal los días diecisiete de junio de dos mil seis, dieciséis de julio de dos mil once y diecinueve de enero de dos mil dieciséis, diecinueve de abril de dos mil dieciséis; 28 BIS, 28 TER, 28 QUARTER, 28 QUINQUE, y 28 SIXTIES, de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, vigente al momento de su causación; 35, fracciones I y III, 47, fracción l, inciso f), y 52 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, resolvió negar la devolución solicitada por la hoy enjuiciante.
Por su parte, la actora en su escrito inicial de demanda, en relación a los conceptos de impugnación que hizo valer, manifestó textualmente lo siguiente:

“

HECHOS Y CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN

l.- El día ** ** ****** ** ****, celebré operación de compraventa de la parcela número *******************************************************************************************************************************************************************, misma que se formalizó ante el Licenciado ***** ***** ********* ********, Notario Público ****** ** con ejercicio en esta Ciudad, inscrita ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí bajo el folio ****** el día ** ** ********* ** ****.
2.- Por dicha operación el fedatario público mencionado me retuvo la cantidad de $********** (*********** ********* *** ********** ***** * ***** ***** 00/100 M.N.), por concepto de impuesto por la adquisición de bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal.
3.- En razón de lo anterior, en su momento solicité al Licenciado ******** ******* la devolución de la cantidad retenida, habiéndome manifestado que ya la había enterado a esa Dirección General de Ingresos del Estado, razón por la cual solicité a la Secretaría de Finanzas del Estado la devolución de la cantidad de $********** (*********** ********* *** ********** ***** * ***** ***** 00/100 M.N.), ya que se trata de una cantidad que me fue retenida indebidamente, basándose en los siguientes artículos de la Ley de Hacienda del Estado, a saber:
“ARTICULO 28 BlS…

ARTICULO 28 TER…

ARTICULO 28 QUATER…

ARTICULO 28 QUINQUE…

ARTICULO 28 SEXTIES…

4.- La cantidad que me fue retenida y posteriormente negada por la Autoridad demandada, resulta ser un impuesto ilegal ya que NO ESTA GRAVANDO UN INGRESO sino el acto jurídico relativo a la 1a enajenación de un inmueble desincorporado del régimen ejidal, siendo que la Secretaría de Finanzas del Estado deja de considerar que la base de todo impuesto debe ser el ingreso obtenido, en este caso, el precio pactado que recibe el enajenante, siendo que el sujeto de este impuesto es el adquirente del bien inmueble, quien no obtiene ingreso alguno derivado de dicha operación.

Por otro lado, se trata de un impuesto adicional al Impuesto Sobre Adquisición de Bienes Inmuebles (ISAI) que deberá pagarse por adquisición de inmuebles y que también fue retenido en la operación de compraventa que refiero.
Se trata de un impuesto inequitativo porque cobra un impuesto a los adquirentes de inmuebles, pero no a todos, sino solo a los que adquieran ese tipo de bienes pero (i) primer venta e (ii) inmuebles que se desincorporen del régimen ejidal, sin que exista una base legal para distinguir la venta de ese tipo de inmuebles por 1ª vez en desincorporación, con cualquier otra venta de inmuebles.

No es un impuesto proporcional ya que no existe una base legal para gravar con el 10% el valor de operación, siendo un impuesto sui generis, ya que la Tasa no es proporcional, porque no toma en cuenta la capacidad contributiva de los contribuyentes, y no existe un razonamiento lógico jurídico para haber determinado el 10% como tasa a pagar. Para establecer un impuesto debe atenderse no sólo a las necesidades sociales y económicas de una población, sino también a la utilidad o ingresos percibidos por los causantes (capacidad contributiva), ello para que ese impuesto sea proporcional, por lo que resulta a todas luces un impuesto injusto.
En adición a lo anterior, la resolución que por este medio se impugna es violatoria de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que a la letra señala:

“Artículo 1…”

Siendo que la Autoridad demandada, me ha negado la devolución de la cantidad solicitada de manera inconstitucional e ilegal, al no ser la base del impuesto un ingreso, sino un acto jurídico por el cual resulta ilegal realizar cualquier retención, y consecuentemente negar su devolución.
En razón de lo anterior, es que por este medio me veo en la necesidad de promover la presente demanda, con el fin de que se resuelva la nulidad de la resolución impugnada y se ordene a la Autoridad demandada a reembolsarme la cantidad de $********** (*********** ********* *** ********** ***** * ***** ***** 00/100 M.N.), como pago de lo indebido por las razones antes expuestas.
Robustece lo anterior, la siguiente tesis de Jurisprudencia:

…

PAGO INDEBIDO DE CONTRIBUCIONES. LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIA QUE RIGEN LAS RELACIONES JURÍDICAS QUE SURGEN POR TAL MOTIVO, EXIGEN QUE EL LEGISLADOR ESTABLEZCA LOS MECANISMOS PARA QUE EL FISCO EFECTÚE LA DEVOLUCIÓN RESPECTIVA.

(Énfasis añadido)

Es decir, la impetrante se limitó a manifestar que el **** ** ***** ** *** *** *****, celebró operación de compraventa de la *******************************************************************************************************************************************************************, misma que formalizó ante el Licenciado ***** ***** ********* ********, Notario Público ****** ** con ejercicio en esta Ciudad, inscrita ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí bajo el folio ****** el día seis de noviembre de dos mil diecisiete. Que por la anterior operación, el Notario mencionado le retuvo la cantidad de $********** (*********** ********* *** ********** ***** * ***** ***** 00/100 M.N.), por concepto de impuesto por la adquisición de bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal.

Preciso la enjuiciante que en razón de lo anterior, solicitó al Notario Púbico la devolución de la cantidad retenida, a lo cual este último le manifestó que ya la había enterado a la Dirección General de Ingresos del Estado, por lo que solicitó a la Secretaría de Finanzas del Estado la devolución de la cantidad de $********** (*********** ********* *** ********** ***** * ***** ***** 00/100 M.N.), ya que se trataba de una cantidad que le fue retenida indebidamente, basándose en los artículos 28 BIS, 28 TER, 28 QUARTER, 28 QUINQUE, y 28 SIXTIES, de la Ley de Hacienda del Estado.
Arguyó la actora que la cantidad que le fue retenida y negada por la enjuiciada, resulta ser un impuesto ilegal ya que no está gravando un ingreso sino el acto jurídico relativo a la primera enajenación de un inmueble desincorporado del régimen ejidal, siendo que la Secretaría de Finanzas del Estado deja de considerar que la base de todo impuesto debe ser el ingreso obtenido, en este caso, el precio pactado que recibe el enajenante, siendo que el sujeto de este impuesto es el adquirente del bien inmueble, quien no obtiene ingreso alguno derivado de dicha operación.

Manifestó la accionante, que por otro lado, se trataba de un impuesto adicional al Impuesto Sobre Adquisición de Bienes Inmuebles (ISAI) que debía pagarse por adquisición de inmuebles y que también le fue retenido en la operación de compraventa que refiero; señaló que se trataba de una contribución inequitativa porque cobra un impuesto a los adquirentes de inmuebles, pero no a todos, sino solo a los que adquieran ese tipo de bienes, sin que exista una base legal para distinguir la venta de ese tipo de inmuebles por primera vez en desincorporación, con cualquier otra venta de inmuebles.

Continuo manifestando la actora que ese no era un impuesto proporcional, ya que no existía una base legal para gravar con el 10% el valor de operación, siendo un impuesto sui generis, ya que la Tasa no es proporcional, porque no toma en cuenta la capacidad contributiva de los contribuyentes, y no existe un razonamiento lógico jurídico para haber determinado el 10% como tasa a pagar. Además, argumentó que para establecer un impuesto debía atenderse no sólo a las necesidades sociales y económicas de una población, sino también a la utilidad o ingresos percibidos por los causantes (capacidad contributiva), ello para que ese impuesto sea proporcional, por lo que resulta a todas luces que el impuesto referido es injusto.

En adición a lo anterior, precisa la enjuiciante que la resolución que por este medio se impugna es violatoria de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, procediendo únicamente a transcribir el artículo 1°, de esa norma. 
Establecido lo anterior, como se adelantó, los “conceptos de impugnación” que hace valer la impetrante en su demanda, son inoperantes, en virtud de que:

PRIMERO: De los agravios realizados por la impetrante, se advierte que se circunscribe a manifestar que la negativa de devolución, resulta ilegal, en virtud de que a su consideración, resulta “ilegal” lo establecido en los artículos 28 BIS, 28 TER, 28 QUARTER, 28 QUINQUE, y 28 SIXTIES, de la Ley de Hacienda del Estado; sin embargo, omitió ahondar, explicar o referir de forma alguna como es que resulta ilegal lo resuelto por la autoridad demandada en el acto controvertido; en la medida que no controvierte las consideraciones dadas por la enjuiciada y bajo las cuales le fue negada la devolución solicitada del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal.
En efecto, las manifestaciones hechas por la demandante no combaten las consideraciones que la autoridad demandada realizó en el acto que se impugna, sino que mediante afirmaciones dogmáticas se circunscribe a manifestar la ilegalidad del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal por sí mismo, y no así sobre los fundamentos y motivos que asentó la enjuiciada en la resolución controvertida.

En base a las anteriores consideraciones es que deriva lo inoperante del primero de los agravios que plantea la parte actora, pues no expresa razonamientos lógico-jurídicos que combatan las consideraciones tomadas por la demandada en el acto administrativo que se impugna, con los cuales ponga de manifiesto ante este Tribunal que su actuación haya sido contraria a la ley o a la interpretación jurídica de la misma.

Lo anterior con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, en la Jurisprudencia, cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se cita. 

No. Registro: 215765, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 67, Julio de 1993´´, Tesis: II.2o. J/7 siete, Página: 41.

CONCEPTOS DE VIOLACION. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO RECLAMADO.- Si los conceptos de violación no atacan las consideraciones y fundamentos de la sentencia reclamada, el Tribunal Colegiado no está en condiciones de poder estudiar su constitucionalidad, pues ello equivaldría a suplir la deficiencia de la queja en un caso no permitido por la ley, por imperar el principio de estricto derecho en términos de los artículos 107 fracción II de la Constitución y 76 bis a contrario sensu, de la Ley de Amparo.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO….”

SEGUNDO: Máxime que no debe perderse de vista que el Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, se encuentra establecido en el Título Segundo “IMPUESTOS”, Capítulo IV BIS “DEL IMPUESTO A LA ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES DESINCORPORADOS DEL RÉGIMEN EJIDAL”, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, el cual textualmente establece lo siguiente:
“TITULO SEGUNDO

IMPUESTOS
…

CAPITULO IV BIS

DEL IMPUESTO A LA ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES DESINCORPORADOS DEL RÉGIMEN EJIDAL

ARTICULO 28 BIS. Son sujetos del impuesto que establece el presente capítulo, las personas físicas y morales o unidades económicas que adquieran, en su primera enajenación, mediante cualquier forma de transmisión legal de la propiedad, bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal.

Cuando los adquirentes o beneficiarios sean la Federación, Estados o municipios, así como los organismos públicos descentralizados de cualquiera de los tres órdenes de gobierno, los mismos estarán exentos del pago del impuesto a que refiere este capítulo. Asimismo, estarán exentos los ejidatarios cuando transmitan por cualquier figura legal de uno a otro, bienes desincorporados del régimen ejidal.

ARTICULO 28 TER. Es objeto de este impuesto la primera enajenación de bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal, que se ubiquen dentro del Estado.

ARTICULO 28 QUATER. La base para el cálculo y determinación del impuesto será la que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado y el valor catastral del inmueble. Para efecto de determinar la base del impuesto deberá atenderse al valor que arroje el avalúo catastral con una antigüedad no mayor de seis meses a partir de la fecha en que se formalice la operación.

ARTICULO 28 QUINQUE. El impuesto se calculará y determinará aplicando a la base que señala el artículo anterior, la tasa del diez por ciento.

ARTICULO 28 SEXTIES. Este impuesto se causará en el momento de la protocolización del acto jurídico por el que se transmita la propiedad del bien inmueble de que se trate, mediante la escritura pública correspondiente, y deberá ser calculado, retenido y enterado a la Secretaría de Finanzas por los fedatarios públicos que expidan la misma, dentro de los quince días siguientes al que celebren la operación respectiva.

Las autoridades fiscales podrán determinar la cantidad del impuesto que deben pagar los contribuyentes, mediante el ejercicio de sus facultades de comprobación; incluso, en forma presuntiva, en términos del Código Fiscal del Estado.

En su caso, el impuesto podrá ser pagado en especie, con la transmisión legal a la autoridad fiscal de la parte proporcional del bien inmueble motivo de la enajenación, que corresponda al diez por ciento de su valor, determinado en términos de lo dispuesto en el artículo 28 QUATER de esta Ley.

La transmisión de la propiedad que corresponda al pago en especie al fisco, deberá realizarse ante el propio fedatario público que celebre el acto jurídico originario, debiendo constar la aceptación autorizada en forma expresa por el funcionario competente de la Secretaría de Finanzas. Los gastos de escrituración que en su caso se generen correrán a cargo del contribuyente.”

De los preceptos legales trasuntos, contenidos en el capítulo IV BIS, denominado “DEL IMPUESTO A LA ADQUISICIÓN DE BIENES INMUEBLES DESINCORPORADOS DEL RÉGIMEN EJIDAL”, se desprende que el primer numeral establece que son sujetos del impuesto en análisis, las personas físicas y morales o unidades económicas que adquieran, en su primera enajenación, mediante cualquier forma de transmisión legal de la propiedad, bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal; precisando que cuando los adquirentes o beneficiarios sean la Federación, Estados o municipios, así como los organismos públicos descentralizados de cualquiera de los tres órdenes de gobierno, los mismos estarán exentos del pago del impuesto a que refiere el capítulo en cita. Asimismo, se señala que estarán exentos los ejidatarios cuando transmitan por cualquier figura legal de uno a otro, bienes desincorporados del régimen ejidal.

El segundo artículo, precisa que el objeto del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, es la primera enajenación de bienes inmuebles desincorporados del régimen ejidal, que se ubiquen dentro del Estado de San Luis Potosí.

El tercer numeral trasunto, señala que la base para el cálculo y determinación del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal será la que resulte mayor entre el precio pactado o valor declarado y el valor catastral del inmueble; y que para efecto de su determinación deberá atenderse al valor que arroje el avalúo catastral con una antigüedad no mayor de seis meses a partir de la fecha en que se formalice la operación.

El penúltimo artículo transcrito señala, que el Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal se calculará y determinará aplicando a la base referida en el párrafo anterior, la tasa del diez por ciento.

El último artículo trasunto, señala que ese Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, se causará en el momento de la protocolización del acto jurídico por el que se transmita la propiedad del bien inmueble de que se trate, mediante la escritura pública correspondiente, y deberá ser calculado, retenido y enterado a la Secretaría de Finanzas por los fedatarios públicos que expidan la misma, dentro de los quince días siguientes al que celebren la operación respectiva. Asimismo, precisa que las autoridades fiscales podrán determinar la cantidad del impuesto que deben pagar los contribuyentes, mediante el ejercicio de sus facultades de comprobación; incluso, en forma presuntiva, en términos del Código Fiscal del Estado.

Además, se establece que, en su caso, el impuesto podrá ser pagado en especie, con la transmisión legal a la autoridad fiscal de la parte proporcional del bien inmueble motivo de la enajenación, que corresponda al diez por ciento de su valor, determinado en términos de lo dispuesto en el artículo 28 QUATER de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí; y que esa transmisión de la propiedad que corresponda al pago en especie al fisco, deberá realizarse ante el propio fedatario público que celebre el acto jurídico originario, debiendo constar la aceptación autorizada en forma expresa por el funcionario competente de la Secretaría de Finanzas. Finalmente, se hace la nota que los gastos de escrituración que en su caso se generen correrán a cargo del contribuyente.
Es decir, todos los anteriores dispositivos legales analizados, establecen los elementos esenciales del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal; lo que forma parte del principio de legalidad que debe respetar el mismo.
No debe perderse de vista que el principio de legalidad o reserva de ley tributaria exige que todos los impuestos se establezcan en ley; sin que baste que esta determine cuáles impuestos deben pagar los contribuyentes, sino que también es necesario que especifique claramente los elementos esenciales de cada impuesto. Estos elementos esenciales nos ayudan a entender quiénes son las personas que deben de pagar determinado impuesto, cuánto tienen que pagar, cuándo lo tienen que pagar, y por qué hecho o acto lo tienen que pagar. Es decir, el contribuyente debe conocer con suficiente precisión el alcance de sus obligaciones fiscales
.

En cuestión estatal, dichos elementos esenciales de los impuestos, se desprenden del artículo 2°, del Código Fiscal del Estado, que establece lo siguiente:

“ARTICULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.

Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.”

Entonces, podemos concluir que los elementos esenciales de los impuestos son: sujeto, objeto, base, tasa y época de pago. 
Respecto del sujeto, hay dos tipos, los activos y los pasivos que son las personas obligadas al pago del impuesto, y que son los que nos interesan en este número. El objeto, en cambio, es el acto, actividad o motivo del impuesto; mientras que la base se refiere a la cantidad sobre la que se determina el impuesto. La tasa es el porcentaje que se aplica a la base para llegar al impuesto. La doctrina habla de cuotas, tasas y tarifas, en donde las cuotas son cantidades absolutas; las tasas son porcentajes y las tarifas, el agrupamiento ordenado de cuotas o tasas de un impuesto. Por último, la época de pago refiere al plazo o momento en que se debe de pagar el impuesto.
El establecimiento de todos estos elementos es indispensable. De faltar alguno, se vulnera el principio de reserva de ley tributaria, y por tanto, se estaría ante un caso de una norma jurídica inconstitucional. Además, que es únicamente el legislador quien crea un impuesto, estableciendo los elementos esenciales de los mismos; y a las autoridades únicamente les toca ejercerlas.
Ahora bien, en las manifestaciones que hizo valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, se advierte que principalmente pide la nulidad del acto impugnado -y que por consiguiente le sea devuelvo la contribución que le fue retenida-; en virtud de que controvierte los elementos esenciales del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, ya que considera que esa contribución es ilegal, porque:

· Grava algo que a su consideración no debe.

· Es inequitativo.

· No existe una base legal.

· No es proporcional.

· Incluso es violatoria de la Ley del Impuesto Sobre la Renta

Argumentos que cabe indicarse, la impetrante reitera en su ocurso de alegatos; sin embargo, si bien la actora trata de señalar que lo anterior, es una mera cuestión de ilegalidad y con eso, acreditar los extremos de su acción; lo cierto es que, por una parte, esos argumentos no sirven para declarar la nulidad del acto impugnado como pretende; y por otra, al estar relacionados a cuestiones de constitucionalidad de una contribución, este Tribunal no tiene la competencia para conocer sobre ello, al ser una facultad que únicamente le pertenece a los integrantes del Poder Judicial de la Federación; de ahí que se reitere que esos “conceptos de impugnación” deban declararse inoperantes. 
En efecto, no debe soslayarse lo establecido por el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece lo siguiente:
“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:
I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;

III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada;

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y
V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades.

…”
(Énfasis añadido)
Del artículo transcrito, se desprende que se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

· Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;

· Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;

· Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada;

· Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y

· Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades.
Así las cosas, si lo que realmente está controvirtiendo la accionante, es en sí la “legalidad” –constitucionalidad- del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, establecido en la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; evidentemente con ello, no se acreditarían alguna de las hipótesis de ilegalidad del acto impugnado –negativa de devolución-.

Por otra parte, no debe soslayarse que una instancia jurisdiccional ordinaria como lo es este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con la competencia específica establecida en el artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí
; 7, 8 y 24 de su Ley Orgánica publicada en el Periódico Oficial del Estado el 10 de abril de 2017 en vigor; referida a resolver las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal; se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia; sin que le sea dable integrar en su litis un tema de inconstitucionalidad, como lo pretende plantear la impetrante.

Lo que fácilmente, se corrobora pues controvierte una contribución que el legislador estableció en la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, lo que no forma parte de la competencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, señaladas en los artículos 7, 8 y 24, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, los cuales se reproducen a continuación:

“TÍTULO SEGUNDO

COMPETENCIA DEL TRIBUNAL

Capítulo Único

ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.

ARTÍCULO 8º. El Tribunal conocerá de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así mismo, el Tribunal será competente para fincar a los responsables, en términos del párrafo anterior, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o al patrimonio de los entes públicos estatales.

Bajo ninguna circunstancia se entenderá que la atribución del Tribunal para imponer sanciones a particulares por actos u omisiones vinculadas con faltas administrativas graves se contrapone o menoscaba la facultad que cualquier ente público posea para imponer sanciones a particulares en los términos de la legislación aplicable.

Tratándose de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal tendrá competencia para conocer de las responsabilidades, únicamente como autoridad substanciadora, en los términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

…

Sección Segunda

De la Competencia de las Salas

ARTÍCULO 28. Además de los juicios a que se refiere el Artículo 7 fracciones I a XII de este Ordenamiento, las Salas Unitarias conocerán de aquellos que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a continuación:

I. Las resoluciones definitivas relacionadas con la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal;

II. Las dictadas por autoridades administrativas en materia de licitaciones públicas;

III. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado o Municipios, declaren improcedente su reclamación, o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante, y las que por repetición impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado los pagos correspondientes a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

IV. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, respecto de los supuestos descritos en los incisos anteriores de este artículo;

V. Las dictadas en los juicios promovidos por los Secretarios de Estudio y Cuenta, Secretarios de Acuerdos, Actuarios y demás personal del Tribunal, en contra de sanciones derivadas de actos u omisiones que constituyan faltas administrativas no graves, impuestas por el Pleno o por el Órgano Interno de Control, en aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas, y

VI. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo.

…”

De los dispositivos legales transcritos, se desprende que este Tribunal, es competente para conocer:

· Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades.
· Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación.
· Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación.
· Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales.
· Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales.
· Las que causen un agravio en materia fiscal distinto a los que se refieren los puntos anteriores.
· Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público.
· Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado.
· Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal.
· Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

· Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

· Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las fracciones del artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en estudio.
· Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en el artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en estudio, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

· Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos.

· Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado.
· Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí.
· Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia.
· Las señaladas en la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y otras leyes como competencia del Tribunal.

· De las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
· Las resoluciones definitivas relacionadas con la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal.
· Las dictadas por autoridades administrativas en materia de licitaciones públicas.
· Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado o Municipios, declaren improcedente su reclamación, o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante, y las que por repetición impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado los pagos correspondientes a la indemnización, en los términos de la ley de la materia.
· Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, respecto de los supuestos descritos en los tres puntos anteriores, que corresponden a las fracciones I, II y III, del artículo 28, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
· Las dictadas en los juicios promovidos por los Secretarios de Estudio y Cuenta, Secretarios de Acuerdos, Actuarios y demás personal del Tribunal, en contra de sanciones derivadas de actos u omisiones que constituyan faltas administrativas no graves, impuestas por el Pleno o por el Órgano Interno de Control, en aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas,
· Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en los últimos cinco puntos.

Por lo tanto de la lectura de las disposiciones legales transcritas, se advierte que este Tribunal, se encuentra impedido para estudiar la constitucionalidad –que la impetrante trata de manejar como una ilegalidad- de una contribución establecida en la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, pues no forma parte de su competencia. 
En consecuencia, si lo que pretende la impetrante es que se estudie y analice los principios tributarios de legalidad, proporcionalidad, equidad, así como otras cuestiones relativas, al Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, esto es una facultad exclusiva del Poder Judicial de la Federación, y no así de este Tribunal. Pues una declaratoria de inconstitucionalidad de una norma general es exclusiva de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación en ejercicio de un control concentrado de constitucionalidad quienes deciden en forma terminal y definitiva si una disposición es contraria o no a la Constitución y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte.
Ello, sin perjuicio de que este Tribunal pudiera ejercer un control difuso de manera oficiosa –lo que se ahondará más adelante-, sólo si encuentra sustento para ello; es decir, que con motivo del ejercicio de su competencia específica -resolver las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre autoridades y particulares- al aplicar la norma, pueda contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional; considerándose esto último como el ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que se realice en su caso, forme parte de la controversia entre la parte actora y autoridad demandada.
Distinción anterior que se sustenta medularmente en el siguiente criterio jurisdiccional:
Época: Décima Época Registro: 2010143 Instancia: Primera Sala Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 23, Octubre de 2015, Tomo II Materia(s): Común Tesis: 1a. CCLXXXIX/2015 (10a.) Página: 1647

CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS DIFERENCIAS.- De los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad respecto de normas generales por vía de acción está depositado exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes deciden en forma terminal y definitiva, por medio del análisis exhaustivo de los argumentos que los quejosos propongan en su demanda o en los casos en que proceda la suplencia de la queja, si una disposición es contraria o no a la Constitución Federal y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. Por su parte, el control difuso que realizan las demás autoridades del país, en el ámbito de su competencia, se ejerce de manera oficiosa, si y sólo si, encuentran sustento para ello, respaldándose en el imperio del cual están investidas para juzgar conforme a la Constitución. Por tanto, el control ordinario que ejercen estas autoridades en su labor cotidiana, es decir, en su competencia específica, se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia. Es aquí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, puede contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional (esto es, realizar el control difuso) en ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que realiza el juez común, forme parte de la disputa entre actor y demandado. En ese sentido, la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero es decisión del quejoso que el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley forme parte de la litis, al plantearlo expresamente en su demanda de amparo; mientras que en el segundo, ese tema no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad (competencia específica); no obstante, por razón de su función, por decisión propia y prescindiendo de todo argumento de las partes, el juzgador puede desaplicar la norma que a su criterio no sea acorde con la Constitución o con los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Ahora bien, cabe precisar que las autoridades administrativas y fiscales no cuentan con atribuciones para aplicar el control difuso respecto de las leyes que les corresponde aplicar dentro de sus procedimientos, en la medida que es una facultad primigenia del Poder Judicial de la Federación y de manera difusa posteriormente por las autoridades jurisdiccionales; en consecuencia de ello, los argumentos, en donde señala que la Secretaría de Finanzas, dejó de considerar los aspectos de “ilegalidad” –constitucionalidad- que esgrime del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, resultan inoperantes, pues esta última autoridad únicamente puede hacer y resolver conforme a lo que se encuentra establecido en las leyes vigentes –con la debida excepción, de que hubiera una declaración de inconstitucionalidad respecto de un ordenamiento legal-.
Al respecto cobra aplicación el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y contenido siguiente.

“Época: Décima Época, Registro: 2007573, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 11, Octubre de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a. CIV/2014 (10a.), Página: 1097 

CONTROL CONSTITUCIONAL CONCENTRADO O DIFUSO. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS NO ESTÁN FACULTADAS PARA REALIZARLO.- El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deben cumplir con una serie de obligaciones en materia de derechos humanos. Sin embargo, en términos de la tesis P. LXIX/2011 (9a.) (*), del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las autoridades administrativas no están facultadas para realizar algún tipo de control constitucional, sea concentrado o difuso; es decir, no pueden declarar la invalidez de un determinado precepto e inaplicarlo, ni siquiera bajo el argumento de una reparación de derechos humanos, ya que ello implicaría desatender los requisitos de procedencia señalados por las leyes para interponer un medio de defensa, y que deben cumplirse de manera previa a un pronunciamiento de fondo del asunto. En todo caso, han de interpretar las disposiciones jurídicas en el sentido más favorable a las personas, pero sin que ello llegue a descuidar las facultades y funciones que deben desempeñar en atención a sus ámbitos competenciales. Aceptar lo contrario, generaría incertidumbre jurídica en franca contravención a otros derechos humanos como los de legalidad, debido proceso y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales.

Con base en lo expuesto, en consideración de esta Segunda Sala Unitaria, que la inconformidad argumentada por la parte actora en su escrito inicial de demanda del Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, contenido en la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondería al ejercicio de un control concentrado de constitucionalidad, mediante la interposición del medio de defensa constitucional dentro de los plazos que para tal efecto dispone la Ley de Amparo
; sin que en consecuencia se cumpla con los requisitos formales y materiales para el ejercicio de un control difuso de constitucionalidad por parte de esta instancia jurisdiccional; toda vez que la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de una ley o norma general forma parte de la litis, propio de la demanda de amparo; mientras que en el segundo –control difuso-, ese tema de constitucionalidad no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad conforme a su competencia específica.

Para una mejor comprensión de lo expuesto, se transcribe los siguientes criterios:
CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD EX OFFICIO. SUS PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA.- Aun cuando el control difuso de constitucionalidad -connotación que incluye el control de convencionalidad- que ejercen los órganos jurisdiccionales en la modalidad ex officio no está limitado a las manifestaciones o actos de las partes, pues se sustenta en el principio iura novit curia, ello no implica que deba ejercerse siempre, pues existen presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia que deben tenerse en cuenta. La ley, la jurisprudencia y la práctica muestran que algunos de esos presupuestos, que de no satisfacerse impedirán su ejercicio, de manera enunciativa son: a) que el juzgador tenga competencia legal para resolver el procedimiento o proceso en el que vaya a contrastar una norma; b) si es a petición de parte, que se proporcionen los elementos mínimos, es decir, debe señalarse con toda claridad cuál es el derecho humano o garantía que se estima infringido, la norma general a contrastar y el agravio que le produce, pues de otra forma, sin soslayar su carácter de conocedor del derecho, el juzgador no está obligado a emprender un estudio expreso oficioso de los derechos humanos o preceptos constitucionales o convencionales que se le transcriban, o que de manera genérica se invoquen como pertenecientes al sistema; c) debe existir aplicación expresa o implícita de la norma, aunque en ciertos casos también puede ejercitarse respecto de normas que, bien sea expresa o implícitamente, deban emplearse para resolver alguna cuestión del procedimiento en el que se actúa; d) la existencia de un perjuicio en quien solicita el control difuso, o bien irrogarlo a cualquiera de las partes cuando se realiza oficiosamente; e) inexistencia de cosa juzgada respecto del tema en el juicio, pues si el órgano jurisdiccional ya realizó el control difuso, estimando que la norma es constitucional, no puede realizarlo nuevamente, máxime si un juzgador superior ya se pronunció sobre el tema; f) inexistencia de jurisprudencia obligatoria sobre la constitucionalidad de la norma que emiten los órganos colegiados del Poder Judicial de la Federación, porque de existir, tal criterio debe respetarse, pues el control concentrado rige al control difuso y, g) inexistencia de criterios vinculantes respecto de la convencionalidad de la norma general, ya que conforme a las tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos son vinculantes para los tribunales del Estado Mexicano.

CONTROL CONCENTRADO Y DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD. SUS DIFERENCIAS.- De los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad respecto de normas generales por vía de acción está depositado exclusivamente en los órganos del Poder Judicial de la Federación, quienes deciden en forma terminal y definitiva, por medio del análisis exhaustivo de los argumentos que los quejosos propongan en su demanda o en los casos en que proceda la suplencia de la queja, si una disposición es contraria o no a la Constitución Federal y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. Por su parte, el control difuso que realizan las demás autoridades del país, en el ámbito de su competencia, se ejerce de manera oficiosa, si y sólo si, encuentran sustento para ello, respaldándose en el imperio del cual están investidas para juzgar conforme a la Constitución. Por tanto, el control ordinario que ejercen estas autoridades en su labor cotidiana, es decir, en su competencia específica, se constriñe a establecer la legalidad del asunto sometido a su consideración con base en los hechos, argumentaciones jurídicas, pruebas y alegatos propuestos por las partes, dando cumplimiento a los derechos fundamentales de audiencia, legalidad, debido proceso y acceso a la justicia. Es aquí donde el juzgador ordinario, al aplicar la norma, puede contrastar, de oficio, entre su contenido y los derechos humanos que reconoce el orden jurídico nacional (esto es, realizar el control difuso) en ejercicio de una competencia genérica, sin que la reflexión que realiza el juez común, forme parte de la disputa entre actor y demandado. En ese sentido, la diferencia toral entre los medios de control concentrado y difuso estriba, esencialmente, en que en el primero es decisión del quejoso que el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley forme parte de la litis, al plantearlo expresamente en su demanda de amparo; mientras que en el segundo, ese tema no integra la litis, que se limita a la materia de legalidad (competencia específica); no obstante, por razón de su función, por decisión propia y prescindiendo de todo argumento de las partes, el juzgador puede desaplicar la norma que a su criterio no sea acorde con la Constitución o con los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Derivado de las anteriores consideraciones es que resultan inoperantes los agravios que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda.
Ahora bien, únicamente con la finalidad de evitar que se pudiera argumentar que este Juzgador, no fue exhaustivo con la Litis planteada en este juicio y a pesar de que la impetrante no solicitó a este Tribunal que ejerciera el control difuso respecto de las normas correspondientes al Impuesto a la Adquisición de Bienes Inmuebles Desincorporados del Régimen Ejidal, contenido en la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí –a saber los artículos 28 BIS, 28 TER, 28 QUARTER, 28 QUINQUE, y 28 SIXTIES, de esta última ley-; debe señalarse que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, estableció que cuando el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma –lo que se insiste no acontece en la especie-, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del Tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. 

Para dar sustento a lo anterior, a continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en comento:

Localización: [J]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 5, Abril de 2014; Tomo I; Pág. 984. 2a./J. 16/2014 (10a.). Registro No. 2 006 186
“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado. 
Contradicción de tesis 336/2013”

Por consiguiente, debe precisarse que el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, no advierte violación alguna de los derechos humanos de la parte actora en la resolución impugnada, ni en la aplicación de los artículos 28 BIS, 28 TER, 28 QUARTER, 28 QUINQUE, y 28 SIXTIES de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.
Finalmente, toda vez que la demandante no desvirtuó la presunción de legalidad de la que gozan los actos impugnados, ya que no acreditó motivo alguno de ilegalidad de la resolución controvertida en este juicio, lo procedente es reconocer su legalidad y validez, en términos del artículo 251, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracción IV, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 229, fracción V, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se sobresee el presente juicio, respecto de la Dirección de Ingresos, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por los motivos precisados en el Considerando Cuarto de este fallo.

TERCERO.- La actora no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
CUARTO.- Se reconoce la legalidad y validez de la resolución contenida en el oficio *************************, de fecha veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, por los motivos expuestos en el Considerando Sexto de esta sentencia.
QUINTO.- Notifíquese personalmente a la actora y mediante oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.



� Visibles en los folios 50 a 54 de autos.





� “ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:


…


V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;”


� Sirve de ilustración para lo anterior, la tesis P. CXLVIII/97, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización y contenido, se reproducen a continuación:





Localización: [TA]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo VI, Noviembre de 1997; Pág. 78. P. CXLVIII/97. Registro No. 197 375





LEGALIDAD TRIBUTARIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY.- Este alto tribunal ha sustentado el criterio de que el principio de legalidad se encuentra claramente establecido en el artículo 31 constitucional, al expresar en su fracción IV, que los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. Conforme con dicho principio, es necesaria una ley formal para el establecimiento de los tributos, lo que satisface la exigencia de que sean los propios gobernados, a través de sus representantes, los que determinen las cargas fiscales que deben soportar, así como que el contribuyente pueda conocer con suficiente precisión el alcance de sus obligaciones fiscales, de manera que no quede margen a la arbitrariedad. Para determinar el alcance o profundidad del principio de legalidad, es útil acudir al de la reserva de ley, que guarda estrecha semejanza y mantiene una estrecha vinculación con aquél. Pues bien, la doctrina clasifica la reserva de ley en absoluta y relativa. La primera aparece cuando la regulación de una determinada materia queda acotada en forma exclusiva a la ley formal; en nuestro caso, a la ley emitida por el Congreso, ya federal, ya local. En este supuesto, la materia reservada a la ley no puede ser regulada por otras fuentes. La reserva relativa, en cambio, permite que otras fuentes de la ley vengan a regular parte de la disciplina normativa de determinada materia, pero a condición de que la ley sea la que determine expresa y limitativamente las directrices a las que dichas fuentes deberán ajustarse; esto es, la regulación de las fuentes secundarias debe quedar subordinada a las líneas esenciales que la ley haya establecido para la materia normativa. En este supuesto, la ley puede limitarse a establecer los principios y criterios dentro de los cuales la concreta disciplina de la materia reservada podrá posteriormente ser establecida por una fuente secundaria. Así, no se excluye la posibilidad de que las leyes contengan remisiones a normas reglamentarias, pero sí que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la ley, lo que supondría una degradación de la reserva formulada por la Constitución en favor del legislador. En suma, la clasificación de la reserva de ley en absoluta y relativa se formula con base en el alcance o extensión que sobre cada materia se atribuye a cada especie de reserva. Si en la reserva absoluta la regulación no puede hacerse a través de normas secundarias, sino sólo mediante las que tengan rango de ley, la relativa no precisa siempre de normas primarias. Basta un acto normativo primario que contenga la disciplina general o de principio, para que puedan regularse los aspectos esenciales de la materia respectiva. Precisado lo anterior, este alto tribunal considera que en materia tributaria la reserva es de carácter relativa, toda vez que, por una parte, dicha materia no debe ser regulada en su totalidad por una ley formal, sino que es suficiente sólo un acto normativo primario que contenga la normativa esencial de la referida materia, puesto que de ese modo la presencia del acto normativo primario marca un límite de contenido para las normas secundarias posteriores, las cuales no podrán nunca contravenir lo dispuesto en la norma primaria; y, por otro lado, en casos excepcionales, y que lo justifiquen, pueden existir remisiones a normas secundarias, siempre y cuando tales remisiones hagan una regulación subordinada y dependiente de la ley, y además constituyan un complemento de la regulación legal que sea indispensable por motivos técnicos o para el debido cumplimiento de la finalidad recaudatoria.





Amparo en revisión 2402/96. 


� “ARTÍCULO 123.- La justicia administrativa se deposita en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que conocerá y resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal. La ley establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones. 





El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los responsables, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública Estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales.”


� “Artículo 1o. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite:


I.	Por normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;


….


Artículo 2o. El juicio de amparo se tramitará en vía directa o indirecta. Se substanciará y resolverá de acuerdo con las formas y procedimientos que establece esta Ley.


…


Artículo 17. El plazo para presentar la demanda de amparo es de quince días, salvo:





I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, o el procedimiento de extradición, en que será de treinta días;


…


Artículo 18. Los plazos a que se refiere el artículo anterior se computarán a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso del acto o resolución que reclame o a aquél en que haya tenido conocimiento o se ostente sabedor del acto reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la fracción I del artículo anterior en el que se computará a partir del día de su entrada en vigor.


…


Artículo 35. Los juzgados de distrito y los tribunales unitarios de circuito son competentes para conocer del juicio de amparo indirecto.


…


Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:


…


XIV. Contra normas generales o actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquéllos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los plazos previstos.





No se entenderá consentida una norma general, a pesar de que siendo impugnable en amparo desde el momento de la iniciación de su vigencia no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en perjuicio del quejoso.





Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma general en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la norma general si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir del día siguiente de aquél al en que surta sus efectos la notificación de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, si no existieran medios de defensa ordinarios en contra de dicha resolución, o de la última resolución recaída al medio de defensa ordinario previsto en ley contra la resolución del recurso, aún cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.





Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo dispuesto en el capítulo respectivo a ese procedimiento;


…


Artículo 107. El amparo indirecto procede:





I. Contra normas generales que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de su aplicación causen perjuicio al quejoso.





Para los efectos de esta Ley, se entiende por normas generales, entre otras, las siguientes:


…


d) Las leyes de los Estados y del Distrito Federal;


…”








